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Santiago de Cali, 9 de marzo de 2022  
  
  

NOTIFICACIÓN POR AVISO ELECTRÓNICO 
 

               Ref.  ACCIÓN DE TUTELA – Auto Admisorio   
               Rad.  76001-22-03-000-2021-00071-00  

Accionante: Ana Emilia Zúñiga Villaquiran  
Accionado:  Juzgado 7º Civil del Circuito de Cali 
Ponente: FLAVIO EDUARDO CORODBA FUERTES 

 
La suscrita secretaría con la intención de NOTIFICAR a las partes y demás 

intervinientes del Proceso Ejecutivo adelantado por F.B.R. Fundación Antonio 

Restrepo Barco frente a Carlos Alberto Zuluaga Castro y otros, radicada bajo el 

número 007-2016-00075, publica el siguiente 

 
 

AVISO 
 
 
Poniendo en conocimiento el contenido de la parte resolutiva de la providencia de 

fecha Siete (7) de marzo de 2022 de que a la letra dice:  “1º.-ADMITIR la acción de 

tutela que interpone la señora Ana Emilia Zúñiga Villaquirán frente al Juzgado Séptimo Civil 

del Circuito de Cali, para la protección de su derecho fundamental al debido proceso. 2º.-

VINCULAR al presente trámite a las partes y demás intervinientes del Proceso Ejecutivo 

adelantado por F.B. R. Fundación Antonio Restrepo Barco frente a Carlos Alberto Zuluaga 

Castro y otros, radicada bajo el número 07-2016-00075. 3º.- OFICIAR al Juzgado accionado 

y vinculados para que a más tardar dentro del término de UN (1) DÍA ejerza su derecho de 

defensa. 4º. OFICIAR AL JUZGADO SÉPTIMO (7º) CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN 

DE SENTENCIAS DE CALI para que disponga de manera INMEDIATA la NOTIFICACION 

DE LA ADMISIÓN de la presente acción de tutela a los sujetos procesales y terceros 

intervinientes del Proceso Ejecutivo adelantado por F.B. R. Fundación Antonio Restrepo 

Expediente No. 76001-31-03-000-2022-00071-00 Barco frente a Carlos Alberto Zuluaga 

Castro y otros, radicada bajo el número 07-2016-00075, debiendo remitir a este Despacho 

las constancias de notificación respectivas, advirtiendo que la notificación a dichas partes 

deberá surtirse directamente o a través de apoderado judicial, siempre y cuando se le 

confiera poder para que las representen en este trámite. Igualmente, deberá remitir a esta 

Corporación el enlace del respectivo expediente electrónico una vez surtidas las 

notificaciones arriba ordenadas. 5º.-  
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NEGAR la medida cautelar solicitada, por lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 6º.- Ante la imposibilidad de enterar a las partes o terceros interesados del 

proceso ejecutivo objeto de queja constitucional, súrtase este trámite por aviso que deberá 

fijarse a través de la publicación de este proveído en la página web de la Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cali, con el fin de hacer saber del inicio de esta acción constitucional 

a las personas que puedan verse afectadas con la decisión que se adopte. 7º.-

NOTIFÍQUESE el presente auto a las partes y vinculados. NOTIFIQUESE (Firmado 

electrónicamente) FLAVIO EDUARDO CÓRDOBA FUERTES Magistrado 

 
Nota: Tal publicación se hace en la página web de la Rama Judicial en el micrositio 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali Sala Civil. 

 

Atentamente,       

 
CLAUDIA EUGENIA QUINTANA BENAVIDES  

SECRETARIA SALA CIVIL 



Cali, marzo 4 de 2022 
 

 

Señores 
Magistrados de la Sala Civil 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
 

 
Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: Ana Emilia Zúñiga Villaquirán 
Accionado: Juzgado séptimo civil del circuito de Cali 

Vinculados: FRB Fundación Antonio Restrepo Barco, abogado Eduardo  
Borrero Rengifo, abogado Jhon Mario Izquierdo Delgado, abogada 

Mercedes Gómez Velásquez, Carlos Alberto Zuluaga Castro, Ana María 
Mercedes Zúñiga Villaquirán  

 
 

Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, mayor de edad, con domicilio y residencia 

en Cali, identificada con la  cédula de ciudadanía No. 31.291.821 de Cali, 
a ustedes me dirijo con el acostumbrado y debido respeto con el fin de 

solicitarles se me proteja el derecho fundamental al debido proceso, en 
razón a que el juzgado séptimo civil del circuito de Cali no ha librado el 

oficio circular de desembargo para los bancos e instituciones financieras, 
no obstante que el desembargo fue ordenado en sentencia anticipada 

proferida el 17 de agosto de 2021 y aclarada en auto de 25 de agosto 
siguiente. 

 
Medidas provisionales 

 
Solicito al despacho ordenar de manera inmediata que el secretario del 

juzgado, elabore el oficio circular de desembargo y fije fecha y hora para 
yo poder ir al juzgado a sacarle las copias con destino a los bancos e 

instituciones financieras, para su firma. 

 
El perjuicio es irremediable ya, porque las sumas de dinero retenidas por 

cuenta del no cumplimiento de la orden de desembargo, me implica 
indemnizar a mis acreedores. 

 
Hago la siguiente cita doctrinal aplicable al caso: 

 

“El perjuicio irremediable es el riesgo inminente que se produce de 
manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental, que, de ocurrir, 

no es posible reparar el daño causado. Para que se configure, se requiere: 



(i) la amenaza, cierta, evidente y grave; (ii) la irremediabilidad, esto es, 
que en caso de perpetrarse la amenaza no es posible reparar el daño; (iii) 

la inminencia, lo que significa que está próximo a ocurrir con alto grado 

de certeza; (iv) la necesidad, de forma que la orden de tutela sea 
indispensable para evitar el daño, y (v) la impostergabilidad, de manera 

que la medida se debe tomar en forma inmediata, no da espera (Sent. T-

306/14). 

La jurisprudencia constitucional ha dicho que el perjuicio irremediable no 

es susceptible de una definición legal o reglamentaria, porque se trata de 
un “concepto abierto” que debe ser precisado por el juez en cada caso 

concreto, y a su vez permite al funcionario judicial “darle contenido y 
sentido a su tarea de protección efectiva de los derechos fundamentales 

y ser el punto de confluencia del derecho y la realidad, de cuya adecuada 

interrelación depende la justicia de su decisión” (Sent. T-531/93). 

La prueba del perjuicio irremediable no es rigurosa ni se encuentra 
sometida a ritualidades específicas, frente a casos especiales, dicho 

perjuicio puede presumirse. Lo que se exige es que “en la demanda al 
menos se señalen los hechos concretos que permitan al juez 

constitucional deducir la ocurrencia de dicho perjuicio”. Por ejemplo, en 
el caso de los sujetos de especial protección constitucional, la existencia 

del perjuicio irremediable se somete a reglas probatorias más amplias, lo 
cual implica una apertura del ángulo de presunción. En otros casos, de 

falta de pago de salarios y de mesadas pensionales, cuando el afectado 

asegura que depende de ellos para subsistir, permite presumir el perjuicio 
irremediable en materia de mínimo vital. Si quien recibe una suma de 

dinero mensual depende de ella para subsistir, exigirle que pruebe la 
existencia de un perjuicio irremediable implica someterlo a una prueba 

excesiva. Así, la Corte ha dicho que es legítimo presumir la inminencia del 
perjuicio irremediable del individuo que pierde súbitamente su única 

fuente de subsistencia (Sent. T-290/05). 

También ha considerado que, en la evaluación del perjuicio irremediable, 
la edad del actor es un elemento relevante, puesto que “la equidad 

permite que para igualar las cargas de los ancianos frente a otros 

jubilados que no han superado la edad de vida probable de los 
colombianos, se puede aplicar la tutela, como mecanismo transitorio, 

ordenándose que el derecho prestacional del reclamante, si se ajusta a la 
ley, sea visualizado por el anciano, sin que la existencia de otros medios 

de defensa judiciales se constituya en disculpa para que el longevo no 
conozca en vida la solución para sus derechos reclamados” (Sent. T-

456/94 y Sent. T-837/00). 



Para dar efectividad a los derechos fundamentales, en cada caso concreto 
el juez de tutela debe establecer la eficacia del medio judicial que 

formalmente se muestra como alternativo, para determinar si, en 

realidad, consideradas las circunstancias del solicitante, se está ante un 
instrumento que sirva a la finalidad específica de garantizar 

materialmente y con prontitud el pleno disfrute de los derechos 

conculcados o sujetos a amenaza (Sent.SU-086/99). 

Es cierto que la acción de tutela se ha extendido a derechos económicos 

y sociales, que sus efectos en algunos casos van más allá del caso 
particular, incluso hasta llegar a efectos generales, y que los jueces se 

han inmiscuido en asuntos de las otras ramas del Poder Público, 
invadiendo la órbita legislativa, el gasto y las políticas públicas. Pero 

también es cierto que protege los derechos constitucionales en forma 

inmediata y que, para casos urgentes, por medio del perjuicio 
irremediable, se ha constituido en una vía efectiva de administración de 

justicia ante la morosidad de las otras jurisdicciones. Lo cuestionable es 
que el juez tenga tan amplia discrecionalidad, para evaluar cada caso 

concreto y que no siempre sea en forma transitoria. 

Agradeceré comentarios: jcharry@charrymosquera.com.co” 

Hechos 

 
1. En el juzgado séptimo civil del circuito de Cali se adelantó un 

proceso ejecutivo mixto promovido por FRB Fundación Antonio 
Restrepo Barco contra la suscrita accionante, mi esposo Carlos 

Alberto Zuluaga Castro y mi hermana Ana María Mercedes Zúñiga 
Villaquirán, bajo el radicado 76 001 31 03 007 2016 00075 00, en 

el cual estuvimos representados judicialmente por la abogada 
Mercedes Gómez Velásquez. 

 
2. Mediante sentencia anticipada de 17 de agosto de 2021 aclarada 

mediante auto de  25 de agosto del mismo mes y año, el juzgado 
declaró probada la excepción de prescripción extintiva de la acción 

cambiaria y ordenó el levantamiento de los embargos. 

 

3. El juzgado libró el oficio de desembargo del inmueble distinguido 
con el folio de matrícula inmobiliaria No. 370-005619    que ya se 

tramitó en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali. 

 

4. Pero hasta la fecha no ha librado el oficio circular de desembargo 

de las cuentas en bancos e instituciones financieras que fueron 

objeto de embargo, por solicitud de la parte ejecutante. 

mailto:jcharry@charrymosquera.com.co


 

5. A finales del año 2021, cuando ya los juzgados estaban cerrados, 

fui a retirar un dinero y no pude porque mi cuenta estaba 
embargada, tal como le fue informado al juzgado en memorial del 

17 de enero de 2022, lo que motivó que le pidiera  ordenar la 
elaboración del oficio circular de desembargo para los bancos e 

instituciones financieras. 

 

6. Como el dinero de mi cuenta sigue retenido  y está destinado al 

pago de varias acreencias pendientes, lo cual tampoco he podido 

efectuar por los embargos que continúan vigentes, generándose 
incumplimientos de mi parte para con mis acreedores, muy 

probablemente me voy a ver en la obligación de indemnizarlos. 

 

7. En el presente año 2022 nuestra apoderada judicial, le ha pedido al 

juzgado que tramite el oficio circular de desembargo, sin que hasta 
la fecha el juzgado haya resuelto tales peticiones que datan del 17 

de enero, 7 de febrero, 11 de febrero y de hoy 4 de marzo de 2022. 

 

8. El perjuicio que se me está causando es irreparable, porque por el 
incumplimiento en el pago de mis acreencias, me veo en la 

obligación de indemnizar a mis acreedores, de allí que como medida 
provisional pido que se le ordene al juzgado séptimo civil del circuito 

de Cali, la elaboración inmediata del oficio circular de desembargo 
y me fije fecha y hora para retirarlo con el fin de sacarle las copias 

dirigidas a todas las entidades bancarias y financieras a las que se 
les comunicó el embargo de las cuentas de los demandados. 

 
Pruebas 

 

Solicito sean tenidas como pruebas los siguientes documentos, 

que adjunto en formato pdf: 

 

1. Sentencia de 17 de agosto de 2021 

2. Auto de 25 de agosto de 2021 

3. Mensaje de 17 de enero de 2022 

4. Mensaje de 7 de febrero de 2022 

5. Mensaje de 11 de febrero de 2022 

6. Mensaje de 4 de marzo de 2022 

 
 

Derecho fundamental violado 



 
Considero violado el derecho fundamental al debido proceso, 

consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia. 

 
Principio de subsidiaridad 

 

Considero que se ha agotado mediante las peticiones elevadas por 

nuestra apoderada judicial, calendadas el 17 de enero, 7 de febrero, 11 

de febrero y 4 de marzo del presente año 2022, el trámite adicional  ante 

el juzgado, no obstante que desde que se profirió la sentencia anticipada  

el 17 de agosto de 2021 que fue aclarada por auto de 25 de agosto 

siguiente, el juzgado ordenó el levantamiento de los embargos 

decretados. 

 

Principio de inmediación 

 

Me encuentro dentro del término razonable para promover la presente 

acción de tutela en razón a que el juzgado ordenó en la sentencia 

anticipada de 17 de agosto de 2021, el levantamiento de todos los 

embargos decretados, la cual fue aclarada en auto de 25 de agosto 

siguiente. 

Y, por otro lado mi apoderada judicial ha elevado varias peticiones 

pidiendo el levantamiento del embargo en los bancos, en solicitudes de 

17 de enero, 7 de febrero, 11 de febrero y 4 de marzo del presente año 

2022. 

 
Artículo 38 del decreto 2591 de 1991 - Juramento 

 
Bajo la gravedad del juramento afirmo que no he presentado ninguna otra 

acción de tutela por los mismos hechos y derechos respecto de la 
presente. 

 

Direcciones para recibir citaciones y notificaciones 

 

Recibiré citaciones y notificaciones en la dirección electrónica 

aezuniga@zetco.net, en el apartamento 802 del Edificio Pubenza situado 



en la carrera 1 Oeste No. 1-A-30 de Cali y en el teléfono móvil 

3155892228. 

Carlos Alberto Zuluaga Castro como vinculado recibirá citaciones y 

notificaciones en la dirección electrónica cazuluaga@zetco.net, en el 

apartamento 802 del Edificio Pubenza situado en la carrera 1 Oeste No. 

1-A-30 de Cali y en el teléfono móvil 3158893636. 

Ana María Mercedes Zúñiga Villaquirán como vinculada recibirá citaciones 

y notificaciones en merzuvil@yahoo.com, en la carrera 2 Oeste No. 11-

85 barrio Santa Teresita de Cali y en el teléfono móvil 3104938492. 

FRB Fundación Antonio Restrepo Barco como vinculada recibirá citaciones 

y notificaciones en la carrera 7 No. 73-55 piso 12 de Bogotá y en la 

dirección electrónica jvergara@funrestrepobarco.org.co. 

El abogado principal de la demandante doctor Jaime Alberto Borrero 

Rengijo recibirá citaciones y notificaciones en la carrera 9 No. 4-42 barrio 

San Antonio de Cali. 

Del abogado sustituto de la demandante doctor Jhon Mario Izquierdo 

Delgado con tarjeta profesional No.  105.740 del CSJ y cédula de 

ciudadanía No. 16.776.637, desconozco el lugar donde recibe citaciones 

y notificaciones. 

La abogada de los demandados Mercedes Gómez Velásquez recibirá 

citaciones y notificaciones en la dirección electrónica 

mercedesgomezv_abogada@yahoo.com, en la avenida 7 Norte No. 24-50 

barrio Santa Mónica de Cali y en el teléfono móvil 3165438775. 

 

Cordialmente, 

 

Ana Emilia Zúñiga Villaquirán 

c.c. 31.291.821 de Cali 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO 

JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 

SENTENCIA No. xxx 

 

Santiago de Cali; diecisiete (17) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Clase de Proceso:  Ejecutivo Mixto 

Radicado:    760013103007-2016-00075-00 

Demandante: F.B.R. Fundación Antonio Restrepo Barco 

Demandado:  Carlos Alberto Zuluaga Castro – Ana Emilia Zúñiga 

Villaquirán y Ana María Mercedes Zúñiga Villaquirán  

 

Objeto a Decidir 

Procede el despacho a proferir sentencia anticipada de primera instancia, 

por encontrarse configurada en el presente proceso EJECUTIVO MIXTO 

promovido por F.R.B. FUNDACIÓN ANTONIO RESTREPO BARCO contra 

CARLOS ALBERTO ZULUAGA CASTRO, ANA EMILIA ZUÑIGA VILLAQUIRAN y 

ANA MARÍA MERCEDES ZUÑIGA VILLAQUIRAN, la causal de prescripción 

extintiva de la acción, en este caso de la acción cambiaria, establecida  en 

el numeral 3° del artículo 278 del C.G.P., de prescripción extintiva de la 

acción cambiaria.  

1. Parte Descriptiva. 

1.1. Pretensiones de la demanda. 

 

La F.B.R., FUNDACIÓN ANTONIO RESTREPO BARCO, cesionaria de la 

CORPORACIÓN COLOMIANA DE AHORRO Y VIVIENDA GRANAHORRAR, 

presentó el 4 de marzo de 2016 demanda Ejecutiva Mixta contra CARLOS 

ALBERTO ZULUAGA CASTRO, ANA MARIA MERCEDES ZUÑIGA VILLAQUIRAN y 

ANA EMILIA ZUÑIGA VILLAQUIRAN, con el fin de recaudar de los deudores el 

capital  por COP$ 157.663.318,oo, equivalentes a 684.452.6186 UVR cotizado 

al 15 de febrero de 2016, representado en el pagaré No. 18091-0 que 

suscribieron los demandados el 12 de julio del año 2.000 con vencimiento el 

7 de julio de 2015, más los intereses moratorios a partir de la presentación de 

la demanda conforme lo prescrito en el artículo 19 de la Ley 546 de 1.999, 

obligación aquella que consta de garantía hipotecaria constituida por 

Escritura Pública No. 5.832 del 2 de diciembre de 1.998 de la Notaria Tercera 

del Círculo de Cali, que grava el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 

370-005619 de propiedad de la aquí demandada ANA MARIA MERCEDES 

ZUÑIGA VILLAQUIRAN e inscrito en la ORIP de Cali.   

1.2. Sustento fáctico. 

 

De los hechos que se resumen, se indica que los deudores arriba 

mencionados suscribieron el pagaré No. 18091-0 el día 7 de julio del 2.000 a 

favor del acreedor COORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y 

VIVIENDA GRANAHORRAR hoy BBVA COLOMBIA S.A., por la cantidad de 



684.452.6186 UVR, equivalente a la suma de COP$ 76.142.000 al momento 

de la constitución del préstamo para compra de vivienda usada regulada 

por la Ley 546 del 23 diciembre de 1999 y demás normas aplicables a la 

materia, obligándose estos a pagar el crédito en 180 cuotas mensuales sin 

interrupción a partir del 7 de agosto de 2.000  hasta el 7 de julio de 2015,  

según equivalencia de la UVR el día de cada pago; que el acreedor 

principal endosó el referido pagaré y cedió la hipoteca otorgada por E.P. 

No. 5832 de fecha 2 de diciembre de 1.998 al aquí ejecutante, misma en 

que se canceló el contrato de fiducia restituyendo el inmueble a la 

fideicomitente propietaria ANA MARIA MERCEDES ZUÑIGA VILLAQUIRÁN. Los 

demandados no han realizado pagos parciales a la obligación por 

concepto de capital ni de intereses, por lo que la misma se ejecuta por el 

valor total del crédito con saldo al 15 de febrero de 2016 por COP$ 

157.663.318 equivalentes a 684.452.6186 UVR.   

2. Actuación procesal. 

2.1. Con base en el pagaré de la acción ejecutiva y la Escritura Pública No. 

5832 del 2 de diciembre de 1998 de la Notaría Tercera del Círculo de Cali, 

que garantiza la obligación ejecutada, este juzgado mediante auto 

fechado 2 de mayo de 2016 libró mandamiento ejecutivo a favor del 

demandante F.R.B. FUNDACIÓN ANTONIO RESTREPO BARCO contra los 

demandados CARLOS ALBERTO ZULUAGA CASTRO, ANA EMILIA ZUÑIGA 

VILLAQUIRAN y ANA MARIA MERCEDES ZUÑIGA VILLAQUIRÁN, por la suma 

pretendida en el libelo introductorio más los intereses de mora. Este auto fue 

aclarado por proveído de fecha 3 de octubre de 2016 para indicar que el 

valor correspondiente a capital librado en pesos equivale a la cantidad en 

UVR establecido en la demanda que deberá tenerse en cuenta en el 

momento que se efectúe el pago de la obligación. 

2.2. El anterior proveído se tuvo notificado a los demandados el 8 de 

noviembre de 2018, fecha en que la parte pasiva presentó escrito de 

nulidad por indebida notificación declarada a su favor en auto de segunda 

instancia proferido por el Tribunal Superior de Cali el 14 de agosto de 2020, 

comenzando a correr el término del traslado de la demanda a partir del día 

siguiente a la fecha en que quedó ejecutoriado el auto de obedézcase y 

cúmplase lo resuelto por el superior, de fecha 11 de noviembre de 2020 

(inciso final art. 301 CGP). 

2.3. La parte pasiva dentro del término legal propuso a través de su 

apoderada judicial la excepción de mérito que denominó “prescripción 

extintiva de la acción cambiaria derivada del pagaré objeto de recaudo”, 

aduciendo que la obligación incorporada en el pagaré objeto del recaudo 

se encuentra prescrita al haber transcurrido tres (3) años desde su 

vencimiento que aconteció el 7 de julio de 2015 fecha en que debía 

pagarse la última cuota 180 en que se pactó la obligación, puesto que no 

se tuvo su interrupción con la presentación de la demanda por no notificarse  

a la parte ejecutada en el término de un (1) año que reza el artículo 94 del 

Código General del Proceso, en virtud que prosperó a su favor el escrito de 

nulidad que presentó el 8 de noviembre de 2018, contabilizando desde esa 

fecha la notificación por conducta concluyente de sus prohijados a voces  

del inciso final del artículo 301 ib, con lo que concluye que la obligación 

prescribió desde el día 7 de julio de 2018, por cuanto sus poderdantes no 

reconocieron expresa ni tácitamente ningún derecho a favor del acreedor 

demandante. 



2.4. Por su parte, la fundación demandante en el término legal descorrió el 

traslado de la excepción realizando un breve recuento sobre lo actuado en 

el curso de proceso y la obligación correspondiente de pago por parte de 

los demandados, concretando que estos desde que contrajeron la 

obligación en el año 2000 siempre ha eludido su pago, por lo que “buscan 

la manera de afectar el curso normal del proceso, con el objeto de no pagar 

ni siquiera lo concerniente al capital”; que en su criterio es improcedente 

declarar la prescripción extintiva de la acción presente, argumentando en 

su defensa que no obstante a que se declaró en segunda instancia por auto 

de fecha 14 de agosto de 2020 la  nulidad de todo lo actuado después del 

mandamiento ejecutivo y del auto que lo aclaró, “de acuerdo al juicio de 

valor del Magistrado Sustanciador (…), la notificación del día 6 de julio de 

2018 fue realizada en debida forma, una vez efectuado el cotejo emitido 

por las empresas de mensajería”, asignándole a los demandados una 

conducta que dice “estuvo encaminada a eludirla con el fin de paralizar el 

proceso, haciendo nugatorio el derecho, razón por la que cual se 

interrumpió el término de prescripción (…) antes de que esta ocurriera”; 

alega que conforme a la decisión de declaratoria de nulidad,  no se puede 

concluir que la fecha de notificación de los demandados se dio el 8 de 

noviembre de 2018 como lo defiende la apoderada de la parte contraria 

para concluir que no realizó la notificación de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 94 del CGP; pues indica  que no se puede contar  el término de los 

tres (3) años de manera pura y simple a partir del 7 de julio de 2015, fecha 

que la última cuota de la obligación debía ser pagada, en tanto que su 

representada “ha realizado actuaciones a través del tiempo con el objeto 

de hacer efectivo su derecho”, adicionalmente que “ los demandaos tenían 

pleno conocimiento del proceso, debido a que inicialmente en años 

anteriores se inició en otro juzgado y que por varias razones no fue 

procedente”, aparte de acciones que le endilga a los demandados  como 

“la elusión (…) para poder surtir la notificación, así como establecer el 

motivo de haber dejado transcurrir el tiempo para ejercer de manera 

oportuna du derecho a la debida defensa”, resaltando el abogado aquellos 

elementos como necesarias al momento de evaluar la excepción con el fin 

de cumplir el principio de la seguridad jurídica que trajo consigo la sentencia 

SU072-2018 que cita. Por último, indica que los demandados olvidan la teoría 

del enriquecimiento sin causa establecido en el artículo 831 del Código de 

Comercio, pretendiendo beneficiarse del fenómeno prescriptivo de la 

acción, por lo que solicita sea evaluada la procedencia de esta excepción, 

“con fundamento en la aplicación de la teoría del enriquecimiento sin 

causa como fuente de la obligación de reparar e igualmente tener en 

cuenta la vulneración del principio de la confianza legítima, con el objeto 

de comprobar la existencia de los elementos que la configuran y el grado 

de afectación”. (Negrilla del Despacho). 

 

3. Pruebas. 

 

Revisado el libelo introductorio y la contestación de la demanda no se 

advierten pruebas adicionales que las documentales que se aportaron con 

la demanda y que se controvierten con la excepción de prescripción 

extintiva de la obligación incorporada en el pagaré base del recaudo 

ejecutivo, de modo que resulta incensario convocar audiencia para 

evacuar los interrogatorios de parte para proferir sentencia, dado que la 

prueba idónea y conducente en este caso resulta ser la documental 



compuesta por el título valor, la garantía hipotecaria que reposa en la 

Escritura Pública No. 5832 del 2 de diciembre de 1998 de la Notaria Tercera 

del Círculo de Cali, respaldada por el certificado de tradición y libertad del 

inmueble objeto de la garantía, donde consta su vigencia y la inscripción 

del embargo decretado por este juzgado, así como también las 

actuaciones de la parte actora tendientes a interrumpir la prescripción 

extintiva en el curso del proceso.  

       

4. Alegatos de las partes. 

 

Se omitirá esta etapa procesal, pues el carácter anticipado de la sentencia 

supone la pretermisión de fases procesales previas que de ordinario 

deberían cumplirse, como la etapa de alegatos, lo que encuentra 

justificación en la realización de los principios de celeridad y economía 

procesal, tal y como lo ha determinado la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia, entre otros, en sentencia SC2776 de 2018.  

 

Adviértase en relación con lo expuesto que la citada corporación en 

sentencia del 27 de abril de 20201, señaló que cuando el fallo anticipado se 

emite de forma escrita -por proferirse antes de la audiencia inicial- “no es 

forzoso garantizar la oportunidad para las alegaciones finales dada la 

ausencia de práctica probatoria”. 

 

5. Control de legalidad. 

 

Advierte el despacho que los denominados presupuestos procesales se 

encuentran reunidos a cabalidad, amén de no observarse causal de 

nulidad que pueda invalidar la actuación, por lo cual se impone decidir de 

fondo el asunto mediante sentencia anticipada, al tenor de la prerrogativa 

enunciada en el numeral 3° del artículo 278 del Estatuto Procedimental Civil, 

como quiera que con las pruebas soportadas en este proceso son suficientes 

para definir la litis.  

 

6. Problema jurídico:  

Conforme la situación fáctica expuesta en este asunto, se impone dilucidar 

si se consumó o no el término de prescripción extintiva de la acción 

cambiaria regulada en el artículo 789 del Código de Comercio para el 

ejercicio de la acción cambiaria contenida en el pagaré base del recaudo.  

7. Tesis del Despacho.  

 

La tesis a exponer consiste en afirmar que hay lugar a declarar prospera la 

excepción de “prescripción extintiva de la acción cambiaria derivada del 

pagaré objeto de recaudo”, por encontrarse probado el transcurso del 

término prescriptivo sin que hubiese operado su interrupción ni su suspensión 

a partir del día siguiente aquel en que la obligación se hizo exigible, esto es, 

a partir del 8 de julio de 2015, sin que se hubiera suspendido con la 

presentación de la demanda el 4 de marzo de 2016 por no haberse 

cumplida por la ejecutante la carga de la notificación a los ejecutados del 

mandamiento ejecutivo en el término del año siguiente a la notificación 

mediante estado de tal providencia como lo ordena el inciso 1° del artículo 
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94 del Código General del Proceso. Tampoco se aportó prueba  de la 

interrupción por una sola vez el término prescriptivo mediante el 

requerimiento escrito de pago dirigido a los obligados cambiarios, 

demostrándose la consumación del período de tres (3) años dispuesto por 

el artículo 789 del Código de Comercio para el ejercicio improrrogable de 

la acción cambiaria, tal como se ahondará en las consideraciones de esta 

sentencia.      

 

 8. Hechos relevantes probados. 

 

Primero. Está probado que la obligación que se incorporó en el pagaré No. 

18091-0 fue adquirida por los demandados, CARLOS ALBERTO ZULUÁGA 

CASTRO, ANA MARIA MERCEDES ZÚÑIGA VILLAQUIRÁN y ANA EMILIA ZÚÑIGA 

VILLAQUIRÁN con la COORPORACIÓN GRANCOLOMBIANA DE AHORRO Y 

VIVIENDA GRANAHORRAR hoy BANCO BBVA COLOMBIA S.A., por el 

préstamo para compra de vivienda usada otorgado el 7 de julio de 2000 

con valor en pesos equivalente a Unidades de Valor Real – UVR-,  para ser 

pagado en 180 cuotas mensuales sucesivas e ininterrumpidas a partir del 7 

de agosto de ese año, hasta la cancelación total de la deuda con 

vencimiento final el 7 de julio de 2015. 

Segundo. Está probado que el anterior crédito se garantizó con una 

hipoteca abierta sin límite de cuantía otorgada por ANA MARÍA MERCEDES 

ZÚÑIGA VILLAQUIRÁN otorgada mediante Escritura Pública No. 5832 de 

fecha 2 de diciembre de 1998 de la Notaría Tercera del Círculo de Cali a 

favor de la entidad acreedora descrita anteriormente, debidamente 

registrada en el folio de matrícula inmobiliaria No. 370-005619 de la ORIP de 

Cali. 

Tercero. Está probado mediante el certificado de tradición y libertad que el 

inmueble objeto de la garantía hipotecaria es propiedad de la señora ANA 

MARÍA MERCEDES ZÚÑIGA VILLAQUIRÁN. 

Cuarto. Esta probado que la actora F.B.R. FUNDACIÓN ANTONIO RESTREPO 

BARCO ejecuta la presente acción como endosataria del mencionado 

pagaré y cesionaria de la garantía hipotecaria cedida por el acreedor 

inicial CORPORACIÓN COLOMIANA DE AHORRO Y VIVIENDA 

GRANAHORRAR. 

Quinto. Se prueba con la constancia de desglose expedida el 2 de 

septiembre de 2015 por el Juez Segundo Civil del Circuito de Cali que,  otrora 

la demandante inició proceso ejecutivo mixto en ese juzgado contra los 

aquí demandados, identificado con N°760013103002-2003-00092-00, con la 

finalidad de ejecutar la misma obligación ejecutada en este proceso, 

trámite inicial que concluyó por sentencia 044 de fecha 24 de octubre de 

2011 que declaró probadas las excepciones de falta de legitimación en la 

causa por activa y especial de inexistencia total de representación legal. 

Las pruebas a que se hacer referencia en este ítem se encuentran en las 

glosas del expediente digitalizado.     

9. Sustento normativo, jurisprudencial y doctrinario aplicable al caso 

 



9.1. De la prescripción de la acción cambiaria respecto del pagaré No. 

18091-0  
 

Cumple recordar que la prescripción en su modalidad extintiva es una de 

las formas de extinguir la obligación de conformidad con los artículos 1625 y 

2512 del Código Civil. Para el caso de los títulos valores, como la el pagaré, 

el término de la prescripción de la acción cambiaria opera tres (3) años 

después del vencimiento del término para su pago, tal como lo consagra el 

artículo 789 del Código de Comercio ante la desidia en su ejercicio por el 

tenedor legítimo estando vencida la fecha límite para el pago de la 

obligación consignada en el título valor. 
 

Su consolidación, según la Jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia, 

se encuentra supeditada “…a que la acción sea prescriptible, que es la 

regla general; a que transcurra el tiempo legalmente establecido teniendo 

en consideración la interrupción y suspensión de que puede ser objeto; y a 

que el titular del derecho de la acción se abstenga en ese tiempo de ejercer 

el derecho en la forma legalmente prevenida. “Se cuenta este tiempo – 

establece el último inciso del artículo 2535 del Código Civil – desde que la 

obligación se haya echo exigible”.3   
 

El aludido fenómeno, puede verse afectado por la suspensión o la 

interrupción. La primera, aplaza la iniciación del cómputo de la prescripción 

o paraliza la cuenta del término ya iniciado, en razón de una circunstancia 

que afecta personalmente al titular de la pretensión en el sentido de 

impedirle el ejercicio del derecho en cuestión (artículo 2541 de C.C.) o bien 

con ocasión de haberse intentado la conciliación extrajudicial en derecho 

(artículo 21 L.640/01). La segunda, es la que conlleva a que se reinicie el 

conteo del término prescriptivo ya por causa natural, ya civilmente (art. 

2539 ib.).  

  

Tiene ocurrencia la interrupción natural cuando el deudor reconoce la 

obligación, ya expresa o tácitamente, o con por el requerimiento escrito 

realizado al deudor directamente por el acreedor. (inciso final art. 94 

CGP). En cambio, acontece la civil con la presentación de la 

demanda conforme lo indica el inciso primero del artículo acabado de 

mencionar. 

 

9.2. De la ineficacia de la interrupción de la prescripción y operancia de la 

caducidad cuando se declara la nulidad de la notificación del 

mandamiento ejecutivo y sus efectos. 

 

El inciso final del artículo 301 del Código General del Proceso indica que: 

«Cuando se decrete la nulidad por indebida notificación de una 

providencia, ésta se entenderá surtida por conducta concluyente el día en 

que solicitó la nulidad, pero los términos de ejecutoria o traslado, según fuere 

el caso, sólo empezaran a correr a partir del día siguiente al de la ejecutoria 

del auto que la decretó o de la notificación del auto de obedecimiento a 

lo resuelto por  el superior». «Negrilla del Despacho». 

 

A su vez, el numeral 5° del artículo 95 ibidem, dispone que no se considerará 

interrumpida la prescripción y operará la caducidad: «Cuando la nulidad del 

proceso comprenda la notificación del auto admisorio de la demanda o del 



mandamiento ejecutivo, siempre que la causa sea atribuible al 

demandante». «Negrilla y Subrayado del Despacho». 

 

Lo que es lo mismo que decir que cuando la nulidad comprende el auto 

admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, se interrumpe la 

prescripción y opera la caducidad, a menos que la causa de la nulidad sea 

atribuible al demandante; pues si es éste quien da origen a la nulidad, 

entonces no podrá beneficiarse de la interrupción de la prescripción o de la 

caducidad. 
 

10. Análisis de la excepción de prescripción de la acción cambiaria al caso 

concreto. 

De entrada debe indicarse que del análisis del material probatorio y de las 

actuaciones procesales salta a la vista la consumación de la prescripción 

de la acción cambiaria alegada por los deudores, tomado en 

consideración la fecha de exigibilidad de la obligación instrumentada en el 

título-valor pagaré aportado para el recaudo ejecutivo y las consecuencias 

adversas que se derivan del incumplimiento de la carga procesal de la parte 

interesada, como lo es la notificación del auto de mandamiento de pago a 

los demandados dentro del (1) año siguiente a partir de su notificación 

mediante estado a la parte ejecutante (art. 94 CGP), término dentro del 

cual no se cumplió de manera adecuada con dicha carga, lo que conllevó 

a que el Tribunal Superior de Cali en su Sala Civil declarara la nulidad de su 

notificación por no cumplir con los requisitos indicados en losl artículos 291 y 

292 del C.G.P. 

En principio, cabe mencionar que el plazo que consagra el artículo 94 es 

improrrogable, es decir que la parte demandante es quien tenía la carga 

de cumplirlo, de suerte que si no lo hizo debe asumir las consecuencias allí 

previstas, esto es, la no interrupción de la prescripción, a menos que el 

demandante hubiera demostrado circunstancias objetivas ajenas a su 

conducta que le impidieron cumplir oportunamente esa carga procesal 

(SC5680-2018 M.P. Ariel Salazar Ramírez). 

En efecto, a partir del estudio de las piezas procesales y las consideraciones 

que extendió la providencia de segunda instancia proferida en fecha 14 de 

agosto de 2020 para declarar la nulidad consagrada en el numeral 8° del 

artículo 133 CGP, debiéndose reanudar la actuación frente a estos, resulta 

ostensible que existió mora en la notificación de tales providencias y que la 

causa de nulidad fue atribuible a la absoluta responsabilidad del ejecutante 

desde el instante que diligenció las comunicaciones que adolecieron de 

requisitos indispensables que contiene el artículo 291 ibidem, señalados por 

el superior funcional como: i) inexistencia del proceso y ii) comunicación a 

quien deba ser notificado”, que a la postre afectó la notificación por aviso 

como así se indicó. 

En tal sentido, le asiste razón a la ejecutada cuando afirma que la 

notificación del auto de mandamiento ejecutivo se entiende surtida por 

conducta concluyente desde el día 8 de noviembre de 2018, fecha en que 

presentó el escrito de solicitud de nulidad, pues es desde ese instante que el 

legislador determinó que se tendrá por notificado al ejecutado cuando 

sobrevenga una nulidad por indebida notificación, conforme expresamente 

lo señaló al inciso final del artículo 301 CGP.  



Se suma a lo expuesto que la motivación para declarar la aludida nulidad 

obedeció a circunstancias inherentes a la ejecutante por desatender los 

requisitos preestablecidos por el legislador para la práctica de la notificación 

personal indicados en precedencia, lo que conllevó a la invalidación de la 

notificación por aviso y por ende a la ineficacia de la interrupción de la 

prescripción establecida en el 95 ibidem. 

Ninguna de las razones esgrimidas en su defensa por la ejecutante tiene la 

fuerza jurídica necesaria para aniquilar la prescripción invocada por la 

pasiva, si en cuenta se tiene que la notificación del auto de mandamiento 

ejecutivo carece de validez jurídica. Existe suficiente prueba en el plenario 

que demuestra la falta de diligencia con que actuó el actor para hacer 

efectivas las notificaciones a los demandados del auto de apremio, 

contando desde el 4 de octubre de 2016, fecha en que se notificó estado 

la aclaración al mandamiento ejecutivo con el término de un año para 

llevar a cabo su notificación en miras de interrumpir el término de la 

prescripción de la acción cambiaria, procediendo como ya se indicó de 

manera inadecuada y negligente. 

Frente a las demás expresiones de conductas de la parte pasiva 

encaminadas a eludir la enaltecida comunicación con el fin de paralizar el 

proceso para hacerle nugatorio su derecho y haber realizado de su parte 

actuaciones a través del tiempo con el objeto de hacer efectivo el derecho 

cartular, como iniciar en otrora un proceso se iguales características a este 

que no fue procedente, cierto es que le fue reconocido a la parte pasiva su 

derecho a ser notificado en debida forma conforme se dejó por sentado en 

líneas precedentes y frente a la acción ejecutiva, se señaló al numeral 

quinto de los hechos relevante probados en este proceso que finalizó 

sentencia 044 de fecha 24 de octubre de 2011, por haberse declarado 

probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa por activa y 

especial de inexistencia total de representación legal, lo que indica que 

fueron acciones de tiempo atrás a la exigibilidad de la obligación – fecha 7 

de julio de 2015 -  que impone el inicio del conteo del término prescripción de 

la acción cambiaria aquí procurada. 

Dejando por sentado lo anterior, se concluye que la obligación incorporada 

en el pagaré No. 18091-0 se hizo exigible el 7 de julio de 2015, transcurriendo 

a partir de esa fecha la prescripción de los tres (3) años establecida en el 

artículo 789 del Código de Comercio que se cumplió el 7 de julio de 2018. 

En este caso, la entrega del citatorio para la notificación personal se 

concretó el 6 de julio de 2018 y la entrega del aviso (art. 292 ib.) el 23 de 

agosto de 2018, fecha a todas luces extemporánea. 

Por último, no se evaluará si se presentó o no un enriquecimiento sin causa 

con esta decisión por cuanto corresponde su alegación en un proceso 

verbal, por lo tanto, de naturaleza judicial distinta al presente.    

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Oralidad 

de Cali, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 

RESUELVE 



PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de prescripción de la acción 

cambiara contenida en el pagaré base de la ejecución, por las razones 

expuestas en esta providencia.  

SEGUNDO: En consecuencia, terminar la presente acción ejecutiva mixta.  

TERCERO: ORDENAR el levantamiento de la medida cautelar registrada en el 

folio de matrícula inmobiliaria No. 370-005610 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de esta municipalidad y demás medidas cautelares 

ordenadas en este proceso. Ofíciese.  

CUARTO: Condenar a la parte demandante en costas. Inclúyase por 

secretaría como agencias en derecho la suma de COP$ 4.729.899,54. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

LIBARDO ANTONIO BLANCO SILVA 

Juez Séptimo Civil Circuito de Cali 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

    RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO 

JUZGADO SÉPTIMO (07) CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI – VALLE 

Proceso: Ejecutivo Mixto. Radicado: 760013103007-2016-00075-00  

Auto de Trámite 

 

Santiago de Cali, veinticinco (25) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 286 del Código General del Proceso, 

CORRIGE el Despacho el número de matrícula inmobiliaria indicada en el 

numeral TERCERO de la parte resolutiva de la sentencia anticipada proferida 

el pasado 17 de agosto de 2021 en el proceso de la referencia, tras advertir 

que si bien se citó correctamente en su parte considerativa, en la resolutiva 

se alteró el último número de matrícula inmobiliaria del inmueble objeto de 

levantamiento de la medida cautelar decretada, al indicarse 

erróneamente como 370-005610, siendo lo correcto 370-005619. 

Por lo expuesto, el juzgado, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Por los motivos que anteceden, queda CORREGIDO el 

mencionado error de alteración del último número del folio de matrícula 

inmobiliaria del inmueble objeto de la medida cautelar que se indicó en el 

numeral TERCERO de la parte resolutiva de la sentencia anticipada, por lo 

que se ordena oficiar a la correspondiente Oficina de Registro levantar el 

embargo que pesa sobre el inmueble distinguido con Matrícula Inmobiliaria 

No. 370-005619. 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

 

LIBARDO ANTONIO BLANCO SILVA  

Juez Séptimo Civil del Circuito de Cali 
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Señor 
JUEZ SÉPTIMO (7º.)  CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI  
Presente 
 
Referencia: proceso ejecutivo mixto 
Demandante: F R B Fundación Antonio Restrepo Barco 
Demandados: Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, Carlos Alberto Zuluaga 
Castro y Ana María Mercedes Zúñiga Villaquirán 
Radicación:76001-31-03-007-2016-00075-00 
 
 
ASUNTO: TRÁMITE PENDIENTE DE LA LIQUIDACIÓN DE 
COSTAS – OFICIOS PARA LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS 
CAUTELARES 
 

MERCEDES GÓMEZ VELÁSQUEZ, reconocida como la apoderada judicial 

de los demandados CARLOS ALBERTO ZULUAGA CASTRO, ANA MARÍA 

MERCEDES ZÚÑIGA VILLAQUIRÁN y ANA EMILIA ZÚÑIGA 

VILLAQUIRÁN, en el proceso de la referencia, a usted me dirijo con el 

acostumbrado y debido respeto para elevarle las siguientes peticiones: 

 

PRIMERA.- Ordenar que por secretaría se elabore  el oficio circular de 

desembargo dirigido a las entidades bancarias y financieras, 

comunicándoles el levantamiento del embargo de las sumas de dinero 

de propiedad de los demandados, consignadas en dichas entidades 

financieras, para lo cual les solicito enviarme a mi dirección electrónica 

el oficio circular con el fin de yo reproducirlo con destino a todas las 

entidades bancarias y financieras a las que les fue comunicado el 

embargo, previa firma del secretario del juzgado. 

SEGUNDA.- Particularmente le solicito al despacho ordenar el 

levantamiento del embargo de las sumas de dinero de propiedad de la 

demandada Ana Emilia Zúñiga Villaquirán identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 31.291.821, que se encuentran consignadas en la cuenta 

de ahorros No.30041486610 de Bancolombia de la cual dicha 

demandada es su titular, embargo que le fue comunicado  el 8 de 

noviembre de 2016 a dicho banco.   

TERCERA.- Ordenar que continúe el trámite de la liquidación de las 

costas, ya que se encuentra pendiente su aprobación o improbación por 

parte del despacho. 

CUARTA.- También reitero la petición 16 de julio de 2021 sobre la 

dirección electrónica del abogado de la contraparte doctor Jhon Mario 

Izquierdo Delgado, pues la desconozco, razón por la cual no le he podido 

enviar en forma simultánea los mensajes dirigidos al juzgado como lo 

ordena el Decreto 806 de junio 04 de 2020. 



Del Señor Juez, 
Cali, enero 17 de 2022 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Señores 
Secretaría de la Sala Civil 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 
Presente 
 
 
Referencia: proceso ejecutivo mixto 
Demandante: F R B Fundación Antonio Restrepo Barco 
Demandados: Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, Carlos Alberto Zuluaga 
Castro y Ana María Mercedes Zúñiga Villaquirán 
Radicación:76001-31-03-007-2016-00075-01 
 
 
ASUNTO: INFORME DE DATOS DEL PROCESO 
 
MAGISTRADO PONENTE: DOCTOR FLAVIO EDUARDO CÓRDOBA 
FUERTES 
 

MERCEDES GÓMEZ VELÁSQUEZ, reconocida en el proceso de la 
referencia como la apoderada judicial de los demandados CARLOS 
ALBERTO ZULUAGA CASTRO, ANA MARÍA MERCEDES ZÚÑIGA 
VILLAQUIRÁN y ANA EMILIA ZÚÑIGA VILLAQUIRÁN, a ustedes me dirijo 
muy comedidamente con el fin de proporcionarles la información 
requerida por ustedes sobre los procesos que se estén tramitando ante 
la Sala Civil.  
 



El proceso de la referencia fue radicado en dicha superioridad el 24 de 
abril de 2019, con el fin de resolver recurso de apelación interpuesto 
contra auto. 
 
Mucho les agradecería el que me puedan informar el estado de éste 
proceso, para lo cual les indico los siguientes canales de comunicación: 
Avenida 7 Norte No. 24-50 barrio Santa Mónica de Cali, 
mercedesgomezv_abogada@yahoo.com y celular 3165438775. 
 
Cordialmente, 
Cali agosto 12 de 2020 
 

  
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

mailto:mercedesgomezv_abogada@yahoo.com


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
370-005619 as demas medidas cautelares ordendas en el proceso, 



REQUIERO DE SU VALIOSA COLABORACIÓN: OFICIO CIRCULAR DE 

DESEMBARGO - 2016-75-002 
Yahoo/Enviados 

  

Mercedes Gómez Velásquez <mercedesgomezv_abogada@yahoo.com> 

Para:Juzgado 07 Civil Circuito - Valle Del Cauca - Cali 

lun, 7 de feb a las 10:14 a. m. 

Doctor 

Edward Ochoa Cabezas 

Secretario 

Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Cali 

 

Proceso: ejecutivo mixto 

Demandante: FRB Fundación Antonio Restrepo Barco 

Demandado: Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, Ana María Mercedes Zúñiga 

Villaquirán y Carlos Alberto Zuluaga Castro 

Radicación: 2016-75-00 

 

Asunto: oficio circular para levantar embargos en bancos e instituciones 

financieras, de las cuentas corrientes y de ahorros de los demandados 

 

Doctor Edward, buenos días. Reciba un cordial saludo. 

 

Me dirijo a usted para solicitarle muy respetuosamente,  por favor 
elaborar el oficio circular para los bancos e instituciones financieras, 



comunicándoles el desembargo de las cuentas corrientes  y de ahorros 

de propiedad de los demandados Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, Ana 
María Mercedes Zúñiga Villaquirán y Carlos Alberto Zuluaga Castro, en el 

proceso de la referencia. 

 

Obedece la presente petición a que el juzgado dictó sentencia anticipada 

el 17 de agosto de 2021 que corrigió el 21 de agosto siguiente, 
ordenando el levantamiento de las medidas cautelares. 

 

Usted me envió a ésta mi dirección electrónica el oficio de desembargo 
del inmueble, dirigido a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Cali, el cual ya se tramitó. 

 

Por lo que únicamente queda pendiente el levantamiento del embargo 

en bancos e instituciones financieras. 

 

Igualmente le solicito me indique para poder adelantar trabajo, una vez 

usted me envíe el oficio circular, qué día  y fecha me puede recibir 
presencialmente en el juzgado, para entregarle las copias dirigidas a 

todos los bancos e instituciones financieras, para su firma y posterior 
entrega por mi parte. 

 

Mucho le agradecería su pronta y oportuna colaboración, ya que los 
demandados no han podido hacer operaciones financieras debido al 

embargo de las cuentas corrientes y de ahorro. 

 

Cordialmente, 

Cali, febrero 07 de 2022 

 

Mercedes Gómez Velásquez 



c.c. 31.278.691 de Cali 

t.p. 19.836 del CSJ 

o  

o  

o  

o  

 

  

Mercedes Gómez Velásquez <mercedesgomezv_abogada@yahoo.com> 

Para:Juzgado 07 Civil Circuito - Valle Del Cauca - Cali 

vie, 11 de feb a las 3:46 p. m. 

Doctor Edward, buenas tardes. Reciba un cordial saludo. 

 

Le reenvío el presente mensaje para pedirle muy comedidamente,  su valiosa colaboración, para 
que los demandados puedan seguir usando sus respectivas cuentas bancarias. 

 

Dos de los demandados reciben en esas cuentas embargadas, las pensiones de jubilación, pues 
son personas de la tercera edad. 

 

Pero no las han podido retirar, porque el banco se las retiene, a pesar de que por el monto 
consignado, no son embargables. 

 

Hasta que no les llegue el oficio de desembargo, el banco 

no los entrega el valor de la pensión. 

 

Mucho le agradecería que le pueda dar prioridad a este caso. 

 



Cordialmente, 

 

Mercedes Gómez Velásquez 

c.c. 31.278.691 de Cali 

t.p. 19.836 del CSJ 
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SOS!!! AYUDA!!! POR FAVOR!!!! URGENTE !!! REQUIERO 

COLABORACIÓN INMEDIATA LIBRAR OFICIO CIRCULAR DESEMBARGO 

2016 00075 
Yahoo/Enviados 

  

Mercedes Gómez Velásquez <mercedesgomezv_abogada@yahoo.com> 

Para:Juzgado 07 Civil Circuito - Valle Del Cauca - Cali 

vie, 4 de mar a las 10:26 a. m. 

Doctor 

Edward Ochoa Cabezas 

Secretario 

Juzgado 7 Civil del Circuito de Cali 

 

Radicación: 76 001 31 03 007 2016 00075 00 

Demandante: FRB Fundación Restrepo Barco 

Demandado: Ana Emilia Zúñiga Villaquirán, Ana María Mercedes Zúñiga 
Villaquirán, Carlos Alberto Zuluaga Castro 

 

Doctor Edward, buenos días. Reciba un cordial saludo. 

 

Por favor colaboreme. Es apremiante. Solo requiero el oficio circular de 

desembargo para los bancos. 

Realmente la situación de los demandados es altamente preocupante. 

 



Tienen sus cuentas embargadas no obstante que el juzgado en 

sentencia de  17 de agosto de 2021,ordenó el desembargo. 

 

Todos los demandados son personas mayores a los 65 años, son 

pensionados y no han podido retirar el dinero de la pensión. 

 

Tampoco pueden pedir ningún crédito porque están embargados en 

todos los bancos. 

 

Por favor deme una cita para yo ir a hacer en el mismo juzgado el 

trámite del oficio circular de desembargo, para sacarle las copias y 
devolverlo a usted para su firma. 

 

Requiero de su valiosa colaboración. 

 

Una vez más le agradezco por su pronta e inmediata respuesta. 

 

Cordialmente, 

 

Mercedes Gómez Velásquez 

c.c. 31.278.691 de Cali 

t.p. 19.836 del CSJ 

o  

o  

o  

o  
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Expediente No. 76001-31-03-000-2022-00071-00 

 

  

Santiago de Cali, siete (7) de marzo de dos mil veintidós (2022).  

REF: ACCIÓN DE TUTELA ADELANTADA POR ANA EMILIA ZUÑIGA VILLAQUIRÁN 

FRENTE AL JUZGADO 7º CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI. Radicación 2022-00071. 

Por reunir los requisitos señalados en el artículo 14 del Decreto 2591 

de 1991, se procede admitir la acción de tutela de la referencia donde 

se busca la protección del derecho fundamental al debido proceso.  

Del estudio del expediente, se observa que la accionante solicita como 

medida provisional que se ordene: “de manera inmediata que el 

secretario del juzgado, elabore el oficio circular de desembargo y fije fecha 

y hora para yo poder ir al juzgado a sacarle las copias con destino a los 

bancos e instituciones financieras, para su firma”. 

Frente a la medida provisional, la Corte Constitucional ha señalado que 

pueden ser adoptadas en los siguientes casos: “(i) cuando resultan 

necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se 

convierta en una violación o; (ii) cuando habiéndose constatado la existencia 

de una violación, estas sean necesarias para precaver que la violación se 

torne más gravosa”1 

Al  examinar  la  solicitud  de la  medida  provisional,  se  observa  que  

esta carece de elementos de juicio (verbigracia expediente, entre otros) 

respecto de la necesidad y urgencia que se  requiere  para  la  

protección  del  derecho  de  manera  temporal,  lo anterior  teniendo  

en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  artículo 7° del  Decreto 2591 de 1991. 

Aunado  a  que  las  decisiones  adoptadas  en  el  juicio obedecen al 

trámite previsto en la ley.  

                                                           
1 1Autos A-040A de 2001 (MP: Eduardo Montealegre Lynett), A-049 de 1995 (MP: Carlos Gaviria Díaz), A-041A 

de 1995 (MP: Alejandro Martínez Caballero) y A-031 de 1995 (MP: Carlos Gaviria Díaz). 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL SINGULAR 

MAG. SUST. DR. FLAVIO EDUARDO CÓRDOBA FUERTES 
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En este orden de ideas, no existen elementos de juicio que indiquen 

la necesidad de acudir a la medida pretendida, puesto que, se insiste, 

no se exponen argumentos que revelen la configuración de un 

perjuicio irremediable, es más, los fundamentos de la solicitud se 

basan en las mismas consideraciones esgrimidas en la demanda de 

tutela. De ahí que se niegue la medida provisional.  

De la verificación realizada a la situación fáctica planteada en la 

presente acción se hace necesario vincular al presente trámite a las 

partes y demás intervinientes del Proceso Ejecutivo adelantado por 

F.B. R. Fundación Antonio Restrepo Barco frente a Carlos Alberto 

Zuluaga Castro y otros, radicada bajo el número 07-2016-00075.   

Así las cosas, el suscrito Magistrado, 

D I S P O N E: 

1º.-ADMITIR la acción de tutela que interpone la señora Ana Emilia 

Zúñiga Villaquirán frente al Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Cali, 

para la protección de su derecho fundamental al debido proceso.  

2º.-VINCULAR al presente trámite a las partes y demás intervinientes 

del Proceso Ejecutivo adelantado por F.B. R. Fundación Antonio 

Restrepo Barco frente a Carlos Alberto Zuluaga Castro y otros, 

radicada bajo el número 07-2016-00075.    

3º.- OFICIAR al Juzgado accionado y vinculados para que a más 

tardar dentro del término de UN (1) DÍA ejerza su derecho de defensa. 

4º. OFICIAR AL JUZGADO SÉPTIMO (7º) CIVIL DEL CIRCUITO DE 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI para que disponga de manera 

INMEDIATA la NOTIFICACION DE LA ADMISIÓN de la presente 

acción de tutela a los sujetos procesales y terceros intervinientes del  

Proceso Ejecutivo adelantado por F.B. R. Fundación Antonio Restrepo 
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Barco frente a Carlos Alberto Zuluaga Castro y otros, radicada bajo el 

número 07-2016-00075, debiendo remitir a este Despacho las 

constancias de notificación respectivas, advirtiendo que la 

notificación a dichas partes deberá surtirse directamente o a través 

de apoderado judicial, siempre y cuando se le confiera poder para 

que las representen en este trámite.  

Igualmente, deberá remitir a esta Corporación el enlace del 

respectivo expediente electrónico una vez surtidas las 

notificaciones arriba ordenadas. 

5º.- NEGAR la medida cautelar solicitada, por lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia.  

6º.- Ante la imposibilidad de enterar a las partes o terceros 

interesados del proceso ejecutivo objeto de queja constitucional, 

súrtase este trámite por aviso que deberá fijarse a través de la 

publicación de este proveído en la página web de la Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Cali, con el fin de hacer saber del inicio de esta 

acción constitucional a las personas que puedan verse afectadas con 

la decisión que se adopte. 

7º.-NOTIFÍQUESE el presente auto a las partes y vinculados.   

NOTIFIQUESE 
 
 
 

(Firmado electrónicamente) 

FLAVIO EDUARDO CÓRDOBA FUERTES 
Magistrado 

Rad. -2022-00071-00  
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Flavio Eduardo Cordoba Fuertes

Magistrado
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Tribunal Superior De Cali - Valle Del Cauca
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